María Eufemia Arboleda Galvis Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-002-2016-00457-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 11 de diciembre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-002-2016-00457-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

María Eufemia Arboleda Galvis
Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSION DE SOBREVIVIENTES / NORMATIVIDAD APLICABLE / TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO / CAUSACIÓN ANTES DE LA VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 / LEY 33 DE 1973 / EXIGÍA HABER DEJADO CAUSADA LA PENSIÓN DE VEJEZ, JUBILACIÓN O INVALIDEZ / LEY 12 DE 1975 / EXIGÍA HABER COMPLETADO, SINO LA EDAD, POR LO MENOS EL TIEMPO PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN.
Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el deceso del afiliado.

Prevé el artículo 1º de la Ley 33 de 1973, que fallecido un trabajador particular pensionado o con derecho a pensión de jubilación, invalidez o vejez, o un empleado o trabajador del sector público, sea este oficial o semioficial con el mismo derecho, su viuda podrá reclamar la respectiva pensión en forma vitalicia.

De la lectura de la precitada norma se infiere que para ese entonces, los trabajadores del sector público, oficial o semioficial entre otros, solo podían dejar causada la pensión de sobrevivientes en la medida en que hubieren cumplido con el lleno de los requisitos para acceder a la pensión de jubilación, invalidez o vejez.

No obstante, a partir de la expedición de la Ley 12 de 1975, el legislador decide reconocer ese derecho a las cónyuges supérstites o las compañeras permanentes de los empleados o trabajadores del sector público que a pesar de no haber cumplido la edad exigida por la Ley o las convenciones colectivas para acceder a la pensión de jubilación, hubieren completado el tiempo de servicio consagrado en ellas para acceder a ese derecho.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la demandante tiene derecho a la pensión de sobrevivientes porque para la fecha de fallecimiento del señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya la Ley 12 de 1975 establecía un trato diferenciado entre los beneficiarios de los trabajadores oficiales frente a los trabajadores particulares.

En consecuencia, teniendo en cuenta que se cumplen los requisitos enmarcados en el Decreto 758 de 1990, en aras de no vulnerar el derecho a la igualdad de la accionante debió revocarse el fallo de primer grado para, en su lugar, ordenar el reconocimiento de la gracia pensional deprecada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, once de diciembre de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 12 de junio de 2019, dentro del proceso que promueve la señora MARÍA EUFEMIA ARBOLEDA GALVIS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y al cual fueron vinculados en calidad de litisconsortes necesarios LA NACIÓN MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARA FISCALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL –UGPP-, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00457-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Eufemia Arboleda Galvis que la justicia laboral declare que tiene derecho a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge Hernando de Jesús Bustamante Bedoya y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 10 de octubre de 1991, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya, fallecido el 9 de octubre de 1991, prestó sus servicios como trabajador oficial a favor de la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero entre el 11 de mayo de 1980 y la fecha de su deceso, periodo durante el cual se hicieron las cotizaciones al régimen de prima media con prestación definida administrado por el ISS; ella y el afiliado fallecido convivieron durante cinco años continuos e ininterrumpidos al cabo de los cuales contrajeron matrimonio el 5 de septiembre de 1990, sin procrear hijos; el 15 de diciembre de 2014 solicitó ante la UGPP el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante la resolución Nº RDP005065 de 6 de febrero de 2015 manifestándosele que no había lugar a ello por haber sido debidamente afiliado al ISS; el 12 de junio de 2015 procede a solicitar el reconocimiento de la prestación económica a la Administradora Colombiana de Pensiones, quien en oficio Nº 2015​_5690666 rechazó su petición expresando que en la base de datos no existe afiliación del señor Bustamante Bedoya a ese régimen pensional; el 13 de noviembre de 2015 solicitó nuevamente el reconocimiento de la pensión, pero la entidad demandada negó su reconocimiento en la resolución Nº GNR55486 de 22 de febrero de 2016 con los mismos argumentos expresados anteriormente, decisión que fue confirmada en la resolución Nº VPB22454 de 19 de mayo de 2016.

Al contestar la demanda -fls.81 a 85- la Administradora Colombiana de Pensiones se opuso a las pretensiones argumentando que no es la llamada a estudiar la viabilidad de la pensión de sobrevivientes que solicita la señora María Eufemia Arboleda Galvis, debido a que el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya no estuvo afiliado al régimen de prima media con prestación definida. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
Dando respuesta a la acción –fls.114 a 119- la Nación Ministerio de Hacienda y Crédito Público expresó que no hace parte de sus competencias el reconocimiento de la prestación económica que aquí se reclama, pues ello le compete única y exclusivamente a la entidad de la seguridad social a la que haya estado el causante. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de fondo de “Inexistencia de obligación y ausencia de responsabilidad de la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Buena fe” y “Genérica”.
Por su parte la UGPP al responder el libelo introductorio -fls.156 a 185- expresó que no es esa entidad la llamada a responder eventualmente por la prestación que reclama la señora Arboleda Galvis, ya que el señor Bustamante Bedoya no ostentó la calidad de trabajador del ISS, sino que su vínculo con esa entidad fue en calidad de cotizante, por lo que es actualmente la Administradora Colombiana de Pensiones quien, de acreditar los requisitos necesarios para ello, reconozca la pensión de sobrevivientes. Se opuso a cualquier pretensión que pueda afectar sus intereses y planteó las excepciones de mérito de “Falta de competencia de la UGPP para asumir las resultas de este proceso”, “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Indebida vinculación al proceso por no ser la UGPP parte interesada en el mismo”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Irretroactividad”, “Buena fe”, “Prescripción” y “La Genérica”. 
En sentencia de 12 de junio de 2019, la funcionaria de primer grado manifestó que al ostentar el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya la calidad de trabajador oficial al servicio de la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, las normas en materia pensional que le eran aplicables para el 9 de octubre de 1991 cuando falleció, eran la Ley 33 de 1985 y la Ley 71 de 1988 que no tenían dispuestas reglas para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, sino para la pensión de jubilación a la cual no tenía derecho a acceder el causante al no contar ni la edad mínima ni el tiempo de servicios exigidos en ellas, lo que habría podido generar la sustitución pensional en cabeza de sus beneficiarios. A continuación indicó que al trabajador oficial fallecido no le es aplicable el Acuerdo 049 de 1990, ya que en el expediente no existe prueba idónea que permita concluir que estuvo afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado en ese entonces por el ISS; razones por las que negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Cuál es la norma aplicable para resolver controversias suscitadas en el reconocimiento de pensiones de sobrevivientes?

¿Dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

NORMATIVIDAD APLICABLE PARA LA PENSION DE SOBREVIVIENTES.

Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el deceso del afiliado.

CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES DE LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO ANTES DE LA VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993.

Prevé el artículo 1º de la Ley 33 de 1973, que fallecido un trabajador particular pensionado o con derecho a pensión de jubilación, invalidez o vejez, o un empleado o trabajador del sector público, sea este oficial o semioficial con el mismo derecho, su viuda podrá reclamar la respectiva pensión en forma vitalicia.

De la lectura de la precitada norma se infiere que para ese entonces, los trabajadores del sector público, oficial o semioficial entre otros, solo podían dejar causada la pensión de sobrevivientes en la medida en que hubieren cumplido con el lleno de los requisitos para acceder a la pensión de jubilación, invalidez o vejez.

No obstante, a partir de la expedición de la Ley 12 de 1975, el legislador decide reconocer ese derecho a las cónyuges supérstites o las compañeras permanentes de los empleados o trabajadores del sector público que a pesar de no haber cumplido la edad exigida por la Ley o las convenciones colectivas para acceder a la pensión de jubilación, hubieren completado el tiempo de servicio consagrado en ellas para acceder a ese derecho.
Bajo ese entendido, para que un trabajador del sector público que haya fallecido sin alcanzar la edad mínima exigida en la Ley o en la convención colectiva que lo cobija, deje causado el derecho a la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios en vigencia de la Ley 12 de 1975, le corresponderá haber cumplido con la densidad de tiempo de servicio exigido en la norma que le es aplicable (Ley o convención colectiva de trabajo).

EL  CASO CONCRETO

Sostiene la señora María Eufemia Arboleda Galvis en la demanda –fls.2 a 21- que el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya, fallecido el 9 de octubre de 1991 como se aprecia en el registro civil de defunción emitido por la Notaria Única de Turbo (Antioquia) –fl.23-, estuvo afiliado durante toda su vida laboral al régimen de prima media con prestación definida administrado por el ISS hoy Colpensiones, sin embargo, dicha entidad en su defensa, tanto en las resoluciones GNR55486 de 25 de febrero de 2016 y VPB22454 de 19 de mayo de 2016 -fls.60 a 62 y 71 a 73 respectivamente-, como en la misma respuesta que da a la demanda -fls.81 a 85-, asegura que después de hacer una revisión exhaustiva de sus bases de datos, no se encuentra información ni soporte documental que demuestre que el señor Bustamante Bedoya estuvo efectivamente afiliado a ese régimen pensional.

En efecto al revisar los expedientes administrativos del causante y de la accionante, allegados en medio magnético -cds que fueron adosados a folio 89 y 89 vto- no se encuentra la documentación idónea que demuestre que el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya fue afiliado al ISS por parte de su empleador y que realizó las correspondientes cotizaciones, situaciones que por ejemplo si se evidencian en el expediente de la propia María Eufemia Arboleda Galvis, quien como trabajadora del sector público fue afiliada a ese régimen pensional el 26 de agosto de 1992, beneficiándose de él posteriormente cuando el ISS por medio de la resolución Nº 000533 de 1997 le reconoce a partir del 15 de agosto de 1996 la pensión de invalidez.
Ahora bien, a folio 27 del expediente obra certificación emitida por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en el que informa que el señor Bustamante Bedoya fue trabajador del sector público nacional vinculado entre el 11 de mayo de 1980 y el 9 de octubre de 1991 en la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, indicando que durante todo ese periodo al empleado se le descontó para seguridad social, efectuándose esos aportes al Seguro Social, sin embargo, más allá de lo allí consignado, al plenario no fue aportada prueba idónea por parte de la señora Arboleda Galvis que corrobore lo consignado en ese documento, ya que no se arrimaron por ejemplo las respectivas planillas de pago con la que se demuestre el importe de las cotizaciones a esa administradora pensional o el formulario o formato de afiliación a esa entidad, documentos que brillan por su ausencia y que llevan a concluir que el causante en vida no fue afiliado al ISS hoy Colpensiones y por tanto no se puede beneficiar de sus reglamentos.

En ese contexto y teniendo en cuenta que el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya era un trabajador del sector público vinculado a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero entre el 11 de mayo de 1980 y el 9 de octubre de 1991 (fecha en la que falleció), procederá la Sala a verificar si cumplió con los requisitos exigidos para dejar causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes.

Como se ve en el registro civil de nacimiento -fl.22- el señor Bustamante Bedoya nació el 20 de noviembre de 1958, por lo que para el 9 de octubre de 1991 tenía cumplidos 33 años de edad, lo que significa que, de acuerdo con lo establecido en la Ley 33 de 1985 no contaba con la edad allí exigida para acceder a la pensión de jubilación prevista para los servidores públicos, lo que implica que, para dejar causada la pensión a favor de sus beneficiarios, le correspondía haber acreditado los 20 años de servicios en el sector público exigidos en esa normatividad, sin embargo, como se colige de la certificación emitida por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural -fl.27- él prestó sus servicios durante 11 años 4 meses y 19 días, los cuales resultan insuficientes para dejar causado el derecho a favor de sus beneficiarios.
Es que en un proceso de similares connotaciones, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL13644 de 23 de agosto de 2017 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, concluyó que un trabajador del sector público fallecido el 9 de enero de 1993 y que había prestado sus servicios durante 18 años 2 meses y 14 días, concluyó que no había dejado causada la pensión de sobrevivientes a favor de su cónyuge, de conformidad con lo establecido en la Ley 12 de 1975.

Finalmente en lo concerniente a la pretensión subsidiaria, si bien el artículo 31 del Acuerdo 049 de 1990 contempla en su artículo 31 la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, no es menos cierto que a ella tienen derecho los beneficiarios de los trabajadores afiliados a ese régimen pensional y como ya se advirtió precedentemente, en este caso no quedó probado que el señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya haya pertenecido a él, razón por la que sus beneficiarios tampoco tienen derecho a que se les reintegre el monto indexado de unos aportes que no fueron efectivamente realizados por su empleador.
En el anterior orden de ideas, no queda otro camino que negar las pretensiones de la demanda y en consecuencia confirmar la sentencia que por consulta se ha conocido.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral N° 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la demandante tiene derecho a la pensión de sobrevivientes porque para la fecha de fallecimiento del señor Hernando de Jesús Bustamante Bedoya la Ley 12 de 1975 establecía un trato diferenciado entre los beneficiarios de los trabajadores oficiales frente a los trabajadores particulares.

En consecuencia, teniendo en cuenta que se cumplen los requisitos enmarcados en el Decreto 758 de 1990, en aras de no vulnerar el derecho a la igualdad de la accionante debió revocarse el fallo de primer grado para, en su lugar, ordenar el reconocimiento de la gracia pensional deprecada.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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